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INFORME DE PONENCIA POSITIVA
PARA PRIMER DEBATE
PROYECTO DE LEY NÚMERO 057 DE 2026 CÁMARA
“Por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 675 de 2001, se fortalecen los mecanismos de transparencia, rendición de cuentas, responsabilidad e inspección, vigilancia y control de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal y se dictan otras disposiciones”
Bogotá, D. C., 29 de agosto de 2026

Honorable Representante
JOSÉ JAIME USCÁTEGUI PASTRANA
Presidente
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley número 057 de 2026 Cámara.
Respetado señor Presidente, reciba un cordial saludo.
En cumplimiento de la designación efectuada por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente y de conformidad con los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir informe de ponencia positiva para primer debate al Proyecto de Ley número 057 de 2026 Cámara, en los siguientes términos.
I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE LEGISLATIVO
El proyecto fue radicado en la Cámara de Representantes el 22 de julio de 2026 por el suscrito Representante David Gerardo Cote Rodríguez, en ejercicio de la iniciativa legislativa reconocida a los congresistas por los artículos 154 de la Constitución Política y 140 de la Ley 5ª de 1992.
La iniciativa recibió el número 057 de 2026 Cámara, fue publicada en la Gaceta del Congreso número 900 de 2026 y repartida a la Comisión Primera Constitucional Permanente el día 19 de agosto de 2026. La Mesa Directiva designó como ponente único al mismo representante autor, David Gerardo Cote Rodríguez. A la fecha de presentación de este informe no se registra debate previo ni texto aprobado que deba ser objeto de conciliación o comparación.
II. OBJETO Y CONTENIDO DEL PROYECTO
La iniciativa tiene por objeto fortalecer la protección del derecho de propiedad de los copropietarios y elevar los estándares de transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad en la administración de recursos comunes. Para ello modifica los artículos 50, 51 y 56 de la Ley 675 de 2001 y establece reglas complementarias sobre acceso a la información, custodia documental, conflictos de interés, inspección, vigilancia y control territorial, medidas preventivas, procedimiento sancionatorio y protección del patrimonio común.
El texto radicado consta de veintiocho artículos. El pliego propuesto corrige una duplicidad de numeración y, en consecuencia, el texto para primer debate queda integrado por veintinueve artículos, sin ampliar la materia ni desnaturalizar la finalidad de la iniciativa.
Artículos 1 a 4: objeto y fortalecimiento de los deberes del administrator y del revisor fiscal.
Artículos 5 a 9: transparencia, acceso a información, custodia documental y conflictos de interés.
Artículos 10 a 17: autoridad competente, sujetos vigilados, facultades de inspección, vigilancia y control, procedimiento y medidas preventivas.
Artículos 18 a 25: responsabilidad administrativa, sanciones, registro, colaboración y protección del patrimonio común.
Artículos 26 a 29: razonabilidad de restricciones, sostenibilidad fiscal, transición, vigencia y derogatorias.
III. MARCO CONSTITUCIONAL, LEGAL Y JURISPRUDENCIAL
3.1. Competencia legislativa y naturaleza de la ley
El Congreso es competente para expedir y modificar el régimen legal de la propiedad horizontal en virtud de la cláusula general de competencia prevista en los artículos 114 y 150 de la Constitución Política. La materia no está sujeta a reserva de ley estatutaria: regula una modalidad especial de dominio, la organización de su persona jurídica y mecanismos administrativos de garantía, sin desarrollar de manera integral y estructural un derecho fundamental. Por tanto, corresponde el trámite de ley ordinaria.
La Comisión Primera resulta competente atendiendo el criterio de especialidad de la Ley 3ª de 1992 y la materia dominante del proyecto: derechos, garantías, propiedad y distribución de competencias administrativas de entidades territoriales. El reparto efectuado por la Cámara coincide con esa caracterización.
3.2. Derecho de propiedad, función social y autonomía privada
Los artículos 58 y 333 superiores permiten al legislador definir el contenido, los deberes y los límites derivados de la función social de la propiedad y de la iniciativa privada. La Corte Constitucional ha explicado que la propiedad horizontal es una forma especial de dominio en la que coexisten la propiedad exclusiva sobre bienes privados y la copropiedad sobre bienes comunes; por ello, el legislador puede establecer reglas de organización y convivencia que preserven los derechos de todos los integrantes (sentencias C-318 de 2002 y C-488 de 2002).
La intervención prevista es idónea y razonable: protege recursos colectivos, reduce asimetrías de información y conserva la competencia de la asamblea general para las decisiones propias de la copropiedad. Las autoridades administrativas no resolverán controversias civiles ni sustituirán a la jurisdicción ordinaria.
3.3. Debido proceso administrativo sancionador
El artículo 29 de la Constitución exige que toda actuación sancionatoria observe legalidad, tipicidad, culpabilidad, defensa, contradicción y proporcionalidad. La jurisprudencia constitucional sobre propiedad horizontal ha reiterado la exigencia de debido proceso incluso para sanciones impuestas por órganos privados (C-318 de 2002; T-034 de 2013; T-062 de 2018; T-283 de 2020). Con mayor razón, tales garantías vinculan a municipios y distritos.
El pliego precisa la remisión al procedimiento sancionatorio de la Ley 1437 de 2011, incorpora expresamente la culpabilidad y delimita las consecuencias aplicables a los revisores fiscales, preservando las atribuciones de la Junta Central de Contadores conforme a la Ley 43 de 1990.
3.4. Transparencia, intimidad y protección de datos
El acceso de los propietarios a los documentos de administración es instrumental para la rendición de cuentas, pero debe armonizarse con los artículos 15 y 74 constitucionales, la Ley 1581 de 2012 y la Ley 1712 de 2014. Por ello se propone que la consulta respete las reservas legales, la intimidad, los datos personales y los secretos empresariales, mediante versiones públicas, anonimización u otras medidas idóneas.
3.5. Autonomía territorial y función administrativa
Los artículos 287, 288, 311 y 315 de la Constitución permiten que la ley atribuya competencias administrativas a los municipios y distritos, dentro de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. El artículo 209 exige que su ejercicio se sujete a igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. El proyecto respeta la autonomía organizacional al permitir que cada entidad determine la dependencia competente y al excluir la creación obligatoria de nuevas entidades o plantas. Para Bogotá, el pliego evita imponer directamente la competencia a las alcaldías locales y remite al régimen especial y a la distribución interna que adopte la Administración Distrital.
IV. CONSIDERACIONES DEL PONENTE
4.1. Necesidad y conveniencia
La Ley 675 de 2001 consolidó un marco indispensable para la convivencia y administración de inmuebles sometidos a propiedad horizontal. Sin embargo, el crecimiento de esta modalidad habitacional y comercial ha hecho más visibles los riesgos derivados de la concentración de información y manejo de recursos en los órganos de administración. Los instrumentos ordinarios de impugnación y solución de conflictos actúan, por regla general, cuando la controversia ya se consolidó y pueden exigir costos y tiempos significativos.
La propuesta fortalece un modelo preventivo y gradual: primero facilita información verificable, impone deberes de custodia y revelación de conflictos, y habilita requerimientos y planes de mejoramiento; reserva el poder sancionatorio para incumplimientos demostrados mediante actuación administrativa. Esta secuencia protege el patrimonio privado y reduce la conflictividad sin convertir a la autoridad territorial en administradora de la copropiedad.
4.2. Proporcionalidad de la intervención
La medida persigue finalidades constitucionalmente legítimas tales como protección de la propiedad, buena fe, debido proceso y moralidad administrativa; es adecuada para superar asimetrías de información; es necesaria porque las acciones civiles y la impugnación de decisiones no ofrecen siempre una respuesta preventiva; y es proporcional en sentido estricto porque conserva la autonomía decisoria de la asamblea, delimita la competencia administrativa y prevé garantías de procedimiento, temporalidad y motivación.
4.3. Unidad de materia y técnica legislativa
Existe conexidad temática, causal, teleológica y sistemática entre todas las disposiciones y el núcleo del proyecto: fortalecer el régimen de administración y protección patrimonial de la propiedad horizontal. Los ajustes propuestos corrigen la doble numeración del artículo 24, eliminan la remisión al inexistente “artículo 60S”, precisan el carácter autónomo y complementario de las nuevas disposiciones y renumeran los artículos finales.
4.4. Impacto institucional y fiscal
El proyecto atribuye a los municipios y distritos funciones de inspección, vigilancia y control respecto de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal ubicadas dentro de su respectiva jurisdicción. Su ejercicio se articula con las estructuras administrativas existentes y respeta la autonomía organizacional de las entidades territoriales, sin imponer la creación de nuevas entidades, organismos, dependencias, plantas de personal o cargos públicos.
Desde la perspectiva fiscal, la iniciativa no contiene una autorización u orden específica de gasto a cargo del Presupuesto General de la Nación, ni establece beneficios tributarios. Por el contrario, el articulado dispone expresamente que su implementación se realizará dentro de las disponibilidades presupuestales y estructuras administrativas existentes de las autoridades competentes, sin ordenar apropiaciones presupuestales adicionales.
En consecuencia, la regulación propuesta está orientada a distribuir y precisar competencias administrativas y a establecer instrumentos jurídicos para su ejercicio, bajo criterios de autonomía territorial, eficiencia administrativa, gradualidad y sostenibilidad fiscal. La implementación de tales competencias corresponderá a cada municipio o distrito, de acuerdo con su estructura administrativa, capacidad institucional y disponibilidad presupuestal, sin que la ley predetermine la creación de una estructura administrativa específica para su cumplimiento.
Lo anterior permite concluir que la iniciativa incorpora medidas de racionalización institucional y sostenibilidad fiscal suficientes para que las nuevas disposiciones sean implementadas dentro del marco presupuestal y administrativo de las entidades competentes.
4.5. Conflictos de interés
De conformidad con el artículo 182 de la Constitución, los artículos 286 a 291 de la Ley 5ª de 1992 y la Ley 2003 de 2019, la discusión y votación de una norma general, impersonal y abstracta no configura por sí sola conflicto de interés. Podría presentarse cuando un congresista obtenga un beneficio particular, actual y directo, distinto del que corresponde a la generalidad de propietarios, residentes, administradores o revisores fiscales. La determinación corresponde a cada congresista, quien deberá declarar el impedimento cuando concurran las circunstancias legales.
4.6. Observaciones y conceptos
A la fecha de elaboración de esta ponencia no se han incorporado al expediente conceptos técnicos u observaciones ciudadanas que exijan modificar la orientación favorable. Los aportes que se reciban durante el trámite podrán considerarse con respeto por los principios de consecutividad, identidad flexible y unidad de materia.
V. PLIEGO DE MODIFICACIONES
Se proponen ajustes de precisión normativa y técnica legislativa. Las modificaciones preservan el objeto del proyecto y fortalecen su defensa constitucional.

	Artículo
	Modificación
	Justificación

	2
	Responsabilidad del administrador
	Se conserva el estándar de dolo o culpa leve y la presunción vigente, evitando que la reforma reduzca la protección actualmente prevista por el artículo 50 de la Ley 675.

	5
	Naturaleza de las nuevas reglas
	Se aclara que los artículos 6 a 25 conforman un régimen complementario autónomo; se elimina una adición capitular sin ubicación ni numeración dentro de la Ley 675.

	6
	Acceso a información
	Se armoniza el acceso con intimidad, protección de datos, reserva legal y secretos empresariales; se habilitan versiones públicas y anonimización.

	10
	Competencia en Bogotá
	Se remite al régimen especial del Distrito Capital y a su distribución interna de competencias, en garantía de autonomía administrativa.

	16
	Procedimiento
	Se precisa la aplicación del procedimiento administrativo sancionatorio de la Ley 1437 de 2011.

	17
	Medidas preventivas
	Se incorporan motivación, necesidad, urgencia, temporalidad y prohibición de sustituir a la asamblea o disponer de bienes privados.

	18 a 20
	Régimen sancionatorio
	Se explicitan culpabilidad y demás principios sancionatorios; se ajustan criterios de graduación y se preserva la competencia profesional de la Junta Central de Contadores.

	21
	Registro de sanciones
	Se limita la publicidad a sanciones ejecutoriadas y al tiempo necesario, con remisión al régimen de datos y acceso a información.

	24 y siguientes
	Numeración y referencia normativa
	Se elimina la referencia inexistente al artículo 60S, se mantiene la protección patrimonial como norma autónoma, se corrige la duplicidad del artículo 24 y se renumeran los artículos 25 a 28 como 26 a 29.


VI. PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores consideraciones, rindo ponencia positiva y solicito a los Honorables Representantes de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes dar primer debate y aprobar el Proyecto de Ley número 057 de 2026 Cámara, “Por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 675 de 2001, se fortalecen los mecanismos de transparencia, rendición de cuentas, responsabilidad e inspección, vigilancia y control de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal y se dictan otras disposiciones”, conforme al pliego de modificaciones y al texto propuesto que se incorpora en el presente informe.

De los honorables congresistas,


DAVID GERARDO COTE RODRÍGUEZ
Representante a la Cámara por Bogotá, D. C.
Partido Centro Democràtico
Autor y ponente único


VII. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE
PROYECTO DE LEY NÚMERO 057 DE 2026 CÁMARA
“Por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 675 de 2001, se fortalecen los mecanismos de transparencia, rendición de cuentas, responsabilidad e inspección, vigilancia y control de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal y se dictan otras disposiciones”
El Congreso de Colombia
DECRETA:
Artículo 1. Objeto: La presente ley tiene por objeto fortalecer la protección del derecho de propiedad de los copropietarios, la transparencia en la administración de los recursos colectivos, la rendición de cuentas, la responsabilidad de los órganos de administración, los mecanismos de acceso a la información y las funciones de inspección, vigilancia y control sobre las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal, mediante la modificación y adición de disposiciones de la Ley 675 de 2001.
Artículo 2. Modifíquese el artículo 50 de la Ley 675 de 2001, el cual quedará así:  Artículo 50. Naturaleza del administrador y deberes generales: La representación legal de la persona jurídica y la administración del edificio o conjunto corresponderán a un administrador designado en la forma prevista por la ley y el reglamento de propiedad horizontal.
El administrador responderá por los perjuicios que por dolo o culpa leve ocasione a la persona jurídica, a los propietarios o a terceros en ejercicio o con ocasión de sus funciones. Se presumirá la culpa leve del administrador en los términos del artículo 50 de la Ley 675 de 2001.
En el ejercicio de su cargo deberá actuar con diligencia, lealtad, transparencia, buena fe y observancia estricta de la ley, del reglamento de propiedad horizontal y de las decisiones válidamente adoptadas por los órganos de dirección y administración.
El administrador deberá proteger los intereses de la persona jurídica y de los copropietarios, garantizar la adecuada administración de los bienes y recursos comunes, prevenir situaciones de conflicto de interés y suministrar información veraz, completa, actualizada y verificable cuando legalmente corresponda.
Artículo 3. Modifíquese el artículo 51 de la Ley 675 de 2001, el cual quedará así: Artículo 51. Funciones del administrador: Son funciones del administrador:
1. Convocar oportunamente a la asamblea general de propietarios y al consejo de administración cuando hubiere lugar a ello.
2. Ejecutar y hacer cumplir las decisiones adoptadas por la asamblea general y el consejo de administración.
3. Velar por la conservación de los bienes comunes y ejercer la debida diligencia en la administración de los recursos de la copropiedad.
4. Recaudar y administrar los recursos de la persona jurídica de conformidad con la ley, el reglamento de propiedad horizontal y el presupuesto aprobado.
5. Llevar bajo su dependencia y responsabilidad la contabilidad de la persona jurídica.
6. Custodiar y conservar los libros, actas, contratos, estados financieros y demás documentos relacionados con la administración de la copropiedad.
7. Garantizar a los copropietarios el acceso a la información y documentación respecto de la cual tengan derecho legal de consulta.
8. Presentar a la asamblea general de propietarios informe anual de gestión acompañado de los estados financieros correspondientes.
9. Revelar oportunamente cualquier situación que pueda generar conflicto entre sus intereses particulares y los intereses de la persona jurídica o de los copropietarios.
10. Abstenerse de intervenir en decisiones respecto de las cuales exista conflicto de interés debidamente identificado.
11. Celebrar los actos y contratos necesarios para la administración de la copropiedad, garantizando criterios de transparencia, eficiencia, economía y responsabilidad.
12. Las demás previstas en la ley, el reglamento de propiedad horizontal y las decisiones adoptadas por la asamblea general de propietarios.
Artículo 4. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 675 de 2001, el cual quedará así: Artículo 56. Revisor Fiscal: Los edificios o conjuntos de uso comercial o mixto estarán obligados a contar con Revisor Fiscal, quien deberá ser contador público titulado con matrícula profesional vigente e inscrito ante la Junta Central de Contadores.
En los edificios o conjuntos de uso residencial será potestativo establecer la figura del Revisor Fiscal, salvo disposición en contrario del reglamento de propiedad horizontal.
El Revisor Fiscal ejercerá sus funciones con independencia, autonomía técnica e imparcialidad y responderá por el cumplimiento de los deberes establecidos en la ley.
Son funciones del Revisor Fiscal:
1. Verificar que las actuaciones de los órganos de administración se ajusten a la Constitución, la ley, el reglamento de propiedad horizontal y las decisiones de la asamblea general de propietarios.
2. Vigilar que la administración de los recursos de la persona jurídica se realice conforme a los principios de legalidad, transparencia, eficiencia y responsabilidad.
3. Revisar periódicamente la contabilidad, los estados financieros y los soportes documentales de la persona jurídica.
4. Informar oportunamente a la asamblea general de propietarios, al consejo de administración y a las autoridades competentes sobre las irregularidades que advierta en ejercicio de sus funciones.
5. Presentar a la asamblea general de propietarios los informes que resulten necesarios para el adecuado ejercicio del control sobre la gestión administrativa y financiera de la copropiedad.
6. Verificar el adecuado manejo y destinación de los recursos del fondo de imprevistos y de los demás recursos administrados por la persona jurídica.
7. Las demás previstas en la ley y en el reglamento de propiedad horizontal.
Parágrafo 1°: No podrá ejercer como Revisor Fiscal quien tenga vínculos de parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil con el administrador, miembros del consejo de administración o contratistas de la copropiedad.
Parágrafo 2°: Tampoco podrá ejercer como Revisor Fiscal quien mantenga relaciones comerciales, contractuales o económicas que comprometan su independencia respecto de la persona jurídica, el administrador o los miembros del consejo de administración.
Parágrafo 3°: El incumplimiento grave o reiterado de los deberes establecidos en el presente artículo dará lugar a las sanciones previstas en la presente ley, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, disciplinarias, fiscales o penales a que haya lugar.
Artículo 5. Régimen complementario de transparencia e inspección, vigilancia y control: Las disposiciones contenidas en los artículos 6 a 25 de la presente ley integran el régimen complementario de transparencia, responsabilidad e inspección, vigilancia y control aplicable a las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal.
Artículo 6. Derecho de acceso a la información: Todo propietario tendrá derecho a conocer y examinar, directamente o por conducto de apoderado, los libros, actas, contratos, estados financieros, soportes contables y demás documentos relacionados con la administración de la persona jurídica, con excepción de aquellos sometidos a reserva legal.
La administración deberá garantizar el acceso oportuno, gratuito y, cuando resulte técnicamente posible, por medios físicos o electrónicos. El ejercicio de este derecho respetará la reserva legal, la intimidad, los datos personales y los secretos comerciales o industriales; para tal efecto podrán emplearse versiones públicas, anonimización u otras medidas idóneas de protección.
La negativa injustificada de acceso a la información constituirá infracción al régimen de propiedad horizontal.
Artículo 7. Conservación y custodia documental: El administrador será responsable de la adecuada conservación, organización, custodia y disponibilidad de los libros, actas, contratos, soportes contables, estados financieros y demás documentos relacionados con la administración de la copropiedad.
Los documentos deberán conservarse por un término no inferior a diez (10) años, sin perjuicio de los términos superiores establecidos en otras disposiciones legales.
La pérdida, destrucción, alteración u ocultamiento injustificado de documentación relacionada con la administración constituirá infracción al régimen de propiedad horizontal, sin perjuicio de las demás responsabilidades a que haya lugar.
Artículo 8. Deber de revelación de conflictos de interés: Los administradores, miembros de los consejos de administración, revisores fiscales y demás personas que participen en la adopción de decisiones relacionadas con la administración de la persona jurídica deberán informar de manera inmediata, completa y verificable cualquier situación que pueda generar conflicto entre sus intereses particulares y los intereses de la copropiedad.
La revelación deberá efectuarse tan pronto como la situación sea conocida por el respectivo obligado y antes de intervenir en la deliberación o adopción de la decisión correspondiente.
Artículo 9. Deber de abstención: Quien se encuentre incurso en una situación de conflicto de interés deberá abstenerse de participar en la discusión, deliberación, recomendación, votación o adopción de la respectiva decisión.
La omisión del deber de abstención dará lugar a las responsabilidades y sanciones previstas en la presente ley, sin perjuicio de las demás acciones que procedan conforme al ordenamiento jurídico.
Artículo 10. Autoridades competentes para el ejercicio de funciones de inspección, vigilancia y control: Las funciones de inspección, vigilancia y control previstas en la presente ley serán ejercidas por los municipios y distritos respecto de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal ubicadas dentro de su respectiva jurisdicción.
En Bogotá, Distrito Capital, dichas funciones serán ejercidas por la autoridad o las dependencias que determine la Administración Distrital conforme al régimen especial del Distrito Capital y a la distribución interna de competencias.
Las entidades territoriales ejercerán estas funciones con observancia de los principios de legalidad, coordinación, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad y debido proceso.
Parágrafo: Las funciones previstas en este artículo serán ejercidas por las dependencias que determine cada entidad territorial conforme a su estructura administrativa y autonomía organizacional, sin que la presente ley implique la creación obligatoria de nuevas entidades, organismos, dependencias o plantas de personal.
Artículo 11. Sujetos sometidos a inspección, vigilancia y control: Estarán sometidos a las funciones de inspección, vigilancia y control previstas en la presente ley:
1. Los administradores de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal.
2. Las personas jurídicas que ejerzan profesionalmente actividades de administración de propiedad horizontal.
3. Los miembros de los consejos de administración.
4. Los revisores fiscales.
Parágrafo 1º: Las actuaciones administrativas que se adelanten en ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control tendrán por finalidad la protección de los derechos de los copropietarios, la transparencia en la administración de los recursos comunes, el cumplimiento de la ley y la adecuada gestión de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal.
Parágrafo 2º: las funciones de inspección, vigilancia y control no comprenden la resolución de controversias de naturaleza civil, contractual o de propiedad privada, ni sustituyen las competencias de la jurisdicción ordinaria o de la asamblea general de propietarios.
Artículo 12. Facultades de inspección: En ejercicio de la función de inspección, las autoridades competentes podrán:
1. Solicitar, recibir y verificar información relacionada con el funcionamiento de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal.
2. Requerir la presentación de libros, actas, contratos, estados financieros, soportes contables y demás documentos relacionados con la administración de la copropiedad.
3. Solicitar informes, certificaciones o aclaraciones relacionadas con hechos objeto de verificación.
4. Realizar visitas administrativas de inspección cuando resulte necesario para verificar el cumplimiento de las disposiciones legales aplicables.
5. Requerir la adopción de medidas orientadas al cumplimiento de obligaciones legales o reglamentarias.
Parágrafo: Las facultades de inspección tendrán carácter preventivo y se ejercerán con respeto por la autonomía de las copropiedades y las garantías del debido proceso.
Artículo 13. Facultades de vigilancia: En ejercicio de la función de vigilancia, las autoridades competentes podrán:
1. Hacer seguimiento al cumplimiento de las obligaciones previstas en la ley y en los reglamentos de propiedad horizontal.
2. Verificar la implementación de correctivos derivados de actuaciones administrativas anteriores.
3. Requerir planes de mejoramiento cuando se identifiquen deficiencias administrativas susceptibles de corrección.
4. Efectuar seguimiento a situaciones que puedan comprometer los derechos de los copropietarios o el adecuado manejo de los recursos comunes.
5. Emitir recomendaciones y requerimientos dirigidos a promover el cumplimiento del régimen de propiedad horizontal.
Parágrafo: Las actuaciones de vigilancia tendrán carácter preventivo y correctivo y estarán orientadas a evitar la ocurrencia de afectaciones al patrimonio colectivo y a los derechos de los copropietarios.
Artículo 14. Facultades de control: En ejercicio de la función de control, las autoridades competentes podrán:
1. Ordenar la adopción de medidas correctivas para garantizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables al régimen de propiedad horizontal.
2. Ordenar la entrega de información, documentos o registros cuya presentación sea obligatoria conforme a la ley.
3. Ordenar la adopción de planes de mejoramiento cuando se identifiquen incumplimientos susceptibles de corrección.
4. Impartir órdenes administrativas dirigidas a restablecer el cumplimiento de las obligaciones legales incumplidas.
5. Iniciar actuaciones administrativas sancionatorias cuando existan méritos para ello.
6. Adoptar las medidas preventivas previstas en la presente ley.
Parágrafo: Las facultades de control se ejercerán con estricta observancia del debido proceso y con pleno respeto por la autonomía de las personas jurídicas sometidas al régimen de propiedad horizontal.
Artículo 15. Inicio de actuaciones administrativas: Las actuaciones administrativas podrán iniciarse:
1. De oficio.
2. Por solicitud de cualquier copropietario.
3. Por informe del Revisor Fiscal.
4. Por informe de autoridades.
5. Por queja o denuncia presentada por cualquier persona que acredite interés directo.
6. Recibida la solicitud o iniciada la actuación de oficio, la autoridad competente evaluará la procedencia de la actuación administrativa y determinará las medidas a que haya lugar.
Artículo 16. Procedimiento administrativo: Las actuaciones administrativas adelantadas en ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control se sujetarán a la Constitución y a la Parte Primera de la Ley 1437 de 2011. Las actuaciones sancionatorias se tramitarán conforme a su procedimiento administrativo sancionatorio.
Contra los actos administrativos que se expidan en ejercicio de las facultades previstas en la presente ley procederán los recursos establecidos en la Ley 1437 de 2011 o las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan.
Artículo 17. Medidas preventivas: Cuando existan elementos que permitan inferir la posible afectación de los derechos de los copropietarios, del patrimonio común o el incumplimiento grave de las obligaciones previstas en la ley, la autoridad competente podrá adoptar, mediante decisión motivada, las siguientes medidas preventivas:
1. Ordenar la presentación de información o documentación específica.
2. Ordenar la adopción de acciones correctivas inmediatas.
3. Ordenar la elaboración e implementación de planes de mejoramiento.
4. Requerir la suspensión de actuaciones administrativas que puedan generar perjuicios graves a la persona jurídica o a los copropietarios.
5. Ordenar la convocatoria de asamblea general extraordinaria cuando resulte necesaria para la protección de los derechos de los copropietarios, la adopción de medidas urgentes o la corrección de situaciones que afecten el adecuado funcionamiento de la persona jurídica.
Las medidas preventivas tendrán carácter temporal, instrumental y proporcional; serán adoptadas mediante acto administrativo motivado, previa valoración de necesidad y urgencia, y podrán ser modificadas o levantadas cuando desaparezcan las causas que las originaron. No podrán implicar la disposición de bienes privados ni sustituir decisiones reservadas por la ley a la asamblea general.
Artículo 18. Sujetos sancionables: Podrán ser sujetos de las sanciones previstas en la presente ley:
1. Los administradores.
2. Las personas jurídicas que ejerzan profesionalmente actividades de administración de propiedad horizontal.
3. Los miembros de los consejos de administración.
4. Los revisores fiscales.
5. Solo habrá lugar a sanción por conductas realizadas con dolo o culpa, debidamente demostrados dentro de la actuación administrativa.
Parágrafo 1º: Las sanciones recaerán sobre las personas responsables de la conducta investigada y no tendrán por finalidad trasladar cargas económicas a los copropietarios que resulten afectados por dichas conductas.
Parágrafo 2º: Los recursos provenientes de las multas impuestas en virtud de la presente ley ingresarán al presupuesto de la respectiva entidad territorial y podrán destinarse al fortalecimiento institucional de las funciones de inspección, vigilancia y control previstas en la presente ley, de conformidad con las normas presupuestales aplicables.
Parágrafo 3º: La imposición de las sanciones se sujetará a los principios de legalidad, tipicidad, culpabilidad, proporcionalidad, favorabilidad, presunción de inocencia y non bis in idem, así como al procedimiento administrativo sancionatorio previsto en la Ley 1437 de 2011.
Artículo 19. Sanciones administrativas: Las autoridades competentes podrán imponer, según la gravedad de la conducta, una o varias de las siguientes sanciones:
1. Amonestación escrita.
2. Multa hasta por cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, conforme a la gravedad de la infracción y la capacidad económica del infractor.
3. Suspensión temporal hasta por cinco (5) años para ejercer actividades de administración de propiedad horizontal.
4. Inhabilidad temporal hasta por diez (10) años para ejercer cargos de administración o dirección en propiedad horizontal.
Parágrafo. Cuando los hechos involucren a un revisor fiscal, la autoridad territorial podrá imponer amonestación o multa dentro del ámbito de esta ley y deberá ponerlos en conocimiento de la Junta Central de Contadores para lo de su competencia. En ningún caso la autoridad territorial podrá suspender o cancelar la inscripción profesional.
Artículo 20. Graduación de las sanciones: Para la imposición de las sanciones previstas en la presente ley se tendrán en cuenta, los siguientes criterios, según resulten aplicables:
1. La gravedad de la conducta.
2. La afectación ocasionada a los derechos de los copropietarios.
3. La afectación al patrimonio común.
4. La existencia de beneficio económico derivado de la conducta.
5. La reincidencia.
6. La obstrucción de las actuaciones de inspección, vigilancia y control.
7. La colaboración con las autoridades competentes.
Artículo 21. Registro territorial de sanciones ejecutoriadas: Las entidades territoriales que ejerzan funciones de inspección, vigilancia y control llevarán un registro de las sanciones ejecutoriadas impuestas en virtud de la presente ley.
La información contenida en dicho registro será pública respecto de sanciones ejecutoriadas y durante el término estrictamente necesario para cumplir la finalidad de control, con observancia de las Leyes 1266 de 2008, 1581 de 2012 y 1712 de 2014, o de las normas que las modifiquen, adicionen o sustituyan.
Las entidades territoriales podrán intercambiar la información contenida en dichos registros para efectos del ejercicio de las funciones previstas en la presente ley.
Artículo 22. Orden administrativa de convocatoria extraordinaria: Cuando existan indicios serios de incumplimientos graves a la ley, al reglamento de propiedad horizontal o a las decisiones de la asamblea general de propietarios, y tales circunstancias puedan afectar los derechos de los copropietarios o el patrimonio común, la autoridad competente podrá ordenar al administrador o al consejo de administración la convocatoria de una asamblea general extraordinaria.
La convocatoria deberá efectuarse dentro del término señalado por la autoridad competente.
El incumplimiento injustificado de esta orden constituirá infracción al régimen de propiedad horizontal.
Artículo 23. Deber de colaboración: Los administradores, miembros de consejos de administración, revisores fiscales y demás personas sometidas a las funciones de inspección, vigilancia y control deberán colaborar con las autoridades competentes y suministrar la información, documentación y explicaciones que les sean requeridas en ejercicio de sus funciones.
La obstrucción, negativa injustificada, ocultamiento de información o suministro de información falsa constituirá infracción al régimen de propiedad horizontal.
Artículo 24. Protección del patrimonio común: Los administradores, miembros de los consejos de administración y revisores fiscales deberán, dentro del ámbito de sus funciones, adoptar las medidas necesarias para la adecuada protección, conservación y destinación de los bienes y recursos comunes de la copropiedad.
Toda actuación contraria a la ley, al reglamento de propiedad horizontal o a los intereses de la persona jurídica que genere afectación al patrimonio común dará lugar a las responsabilidades y sanciones previstas en la presente ley, sin perjuicio de las demás acciones judiciales o administrativas a que haya lugar.
Artículo 25. Remoción del administrador: Cuando mediante decisión administrativa debidamente ejecutoriada se establezca la comisión de infracciones graves o reiteradas al régimen de propiedad horizontal por parte del administrador, la autoridad competente podrá ordenar la convocatoria de asamblea extraordinaria para que esta adopte la decisión correspondiente.
La orden administrativa deberá cumplirse dentro del término que establezca la autoridad competente.
El incumplimiento injustificado de la orden dará lugar a las sanciones previstas en la presente ley.
Artículo 26. Límites a las restricciones reglamentarias y criterios de razonabilidad en el uso de bienes comunes: Los reglamentos de propiedad horizontal, manuales de convivencia y decisiones de los órganos de administración podrán establecer reglas para el uso, goce y disfrute de los bienes comunes, así como medidas orientadas a garantizar la seguridad, la salubridad, la tranquilidad y la adecuada convivencia dentro de la copropiedad.
Las restricciones que se adopten deberán fundarse en criterios objetivos, razonables y proporcionales a la finalidad perseguida, respetar los derechos de los propietarios, residentes y tenedores, y no podrán constituir prohibiciones generales o absolutas que carezcan de justificación técnica o jurídica suficiente.
No podrán establecerse prohibiciones generales o absolutas respecto del tránsito, acceso o permanencia de animales domésticos y de compañía en bienes comunes, sin perjuicio de las medidas de seguridad, salubridad, convivencia y tenencia responsable previstas en la ley y en los reglamentos de propiedad horizontal.
Las regulaciones relacionadas con el uso de bienes comunes deberán orientarse a la protección de los intereses colectivos de la copropiedad y no podrán traducirse en restricciones arbitrarias o discriminatorias respecto de personas, núcleos familiares, visitantes o propietarios de animales domésticos y de compañía cuya tenencia se encuentre permitida por la legislación vigente.
Toda medida restrictiva deberá garantizar el debido proceso y observar los principios de razonabilidad, proporcionalidad, igualdad y respeto por los derechos de los residentes.
Artículo 27. Implementación y sostenibilidad fiscal: La implementación de las disposiciones previstas en la presente ley se realizará con cargo a los recursos presupuestales existentes de las entidades competentes. La presente ley no autoriza ni ordena la creación de entidades públicas, organismos, unidades administrativas especiales, establecimientos públicos o cualquier otra estructura administrativa del orden nacional, departamental, distrital o municipal; tampoco implicará la creación obligatoria de plantas de personal, cargos públicos o apropiaciones presupuestales adicionales para la Nación o las entidades territoriales.
Las funciones de inspección, vigilancia y control previstas en esta ley serán ejercidas por las dependencias que determinen los municipios y distritos dentro de sus estructuras administrativas existentes, de conformidad con los principios de autonomía territorial, eficiencia administrativa y sostenibilidad fiscal.
Las entidades territoriales podrán financiar el ejercicio de las funciones previstas en la presente ley con cargo a los recursos de su presupuesto y a los ingresos provenientes de las multas impuestas en ejercicio de las facultades de inspección, vigilancia y control, conforme a las normas presupuestales aplicables.
Artículo 28. Régimen de transición: Las entidades territoriales contarán con un término de doce (12) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para adoptar las medidas administrativas necesarias para el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control previstas en la presente ley.
Durante dicho término continuarán aplicándose las disposiciones vigentes sobre propiedad horizontal.
Artículo 29. Vigencia y derogatorias: La presente ley rige a partir de su promulgación y modifica los artículos 50, 51 y 56 de la Ley 675 de 2001. Deróguense todas las disposiciones que le sean contrarias.
VIII. FUENTES NORMATIVAS Y JURISPRUDENCIALES CONSULTADAS
Constitución Política de Colombia, artículo 15, 29, 58, 114, 150, 154, 158, 209, 287, 288, 311, 315 y 333.
Ley 3ª de 1992; Ley 5ª de 1992; Ley 43 de 1990; Ley 675 de 2001; Ley 819 de 2003; Ley 1266 de 2008; Ley 1437 de 2011; Ley 1581 de 2012; Ley 1712 de 2014; Ley 2003 de 2019.






Corte Constitucional, sentencias C-318 de 2002, C-488 de 2002, T-034 de 2013, T-062 de 2018 y T-283 de 2020.
Cámara de Representantes, ficha oficial del Proyecto de Ley 057 de 2026 Cámara y Gaceta del Congreso número 900 de 2026.

De los honorables congresistas,


DAVID GERARDO COTE RODRÍGUEZ
Representante a la Cámara por Bogotá, D. C.
Partido Centro Democràtico
Autor y ponente único

image1.png
v. Ny,
| (| ——=2 >~ >, ‘ DEMOCRATICO
DE LA REPUBLICA Mano firme
I 1 DE COLOMBIA Corazon grande

0 Ql @DavidGerardoCote @ | @DavidGerardoC FE e FAMILIA® LIBERTAD





